México, D.F., 27 de Junio de 2008
Palabras del Secretario de Gobernación, Juan Camilo Mouriño Terrazo, durante el Segundo Encuentro de Editores de la República Mexicana.
Buenos días. 

Estimado amigo Juan Francisco Ealy Ortiz,  presidente del periódico “El Universal” y presidente de la Comisión contra la Impunidad de la Sociedad Interamericana de Prensa; 

Don Enrique Santos Calderón, director del periódico “El Tiempo” de Bogotá y vicepresidente de la Sociedad Interamericana de Prensa; don Gonzalo Marroquín, director del periódico “Prensa Libre” de Guatemala y presidente de la Comisión de Libertad de Prensa e Información de la Sociedad Interamericana de Prensa;  

Don Juan Fernando Healy, vicepresidente regional de Libertad de Prensa de la Sociedad Interamericana de Prensa; Don Ricardo Trotti, director de Libertad de Prensa de la Sociedad Interamericana de Prensa; 

Estimados editores y periodistas, señores legisladores: 

Muy buenos días a todos. 

En primer lugar, y por supuesto, agradezco la oportunidad de compartir este espacio y poder intercambiar con ustedes observaciones y posiciones sobre los principales desafíos que enfrenta el país en general; y en particular, la realidad del periodismo en México. 

Para mí siempre será un privilegio, al tiempo que un reto, el estar ante un auditorio de destacados periodistas como lo son ustedes, quienes al cumplir con la premisa esencial de su vocación, comunican, informan, observan, investigan, denuncian y cuestionan ante la opinión pública los avances y también los rezagos de las instituciones públicas y privadas, pero sobre todo el desempeño de quienes tenemos la responsabilidad de dirigirlas. 

La lucha por la libertad de expresión en México, con su avance paulatino, es tan antigua como lo es nuestra propia vida independiente. 

Este avance no ha estado exento de obstáculos, como ha sido aquí recordado, tanto por Juan Francisco como por don Gonzalo, pues en nuestro país y en la región este avance ha costado la vida a cientos de periodistas que han participado o han encabezado esta lucha por la libertad. 

En México, desde 1808 y previo al movimiento y lucha por la Independencia, se abrió un horizonte muy amplio para la crítica escrita contra la forma de gobierno y un elogio a las ideas renovadoras de libertad, igualdad y el derecho de representación política. 

A lo largo del Siglo XIX se publicaron infinidad de periódicos, revistas y hojas volantes que expresaban las primeras posturas políticas de personajes y partidos. 

No obstante, eran empresas de corta vida debido a lo agitado y convulso escenario nacional, caracterizado por gobiernos efímeros, pronunciamientos militares, guerras internas, conflictos internacionales, entre otras razones. 

Fue hasta 1857, en nuestra Constitución, cuando por primera vez se sanciona la libertad de expresión como un derecho fundamental de los ciudadanos para expresar sus opiniones, siempre que no atenten contra la moralidad, el orden y el bien público. 

Si bien dicho precepto constitucional podría haberse considerado un eufemismo para la realidad de aquella sociedad emergente que contaba con precarios espacios para expresarse, fue desde entonces un preludio de lo que sería esta larga batalla iniciada en la prensa escrita para opinar sobre lo público y participar en el mundo de las ideas. 

Posteriormente, durante la dictadura de Don Porfirio Díaz, se presentó uno de los ejemplos claros de la represión y la censura sistemática contra la prensa opositora. 

Periodistas como Filomeno Mata visitaron asiduamente la prisión y vieron incautados sus talleres, prensas y recursos técnicos ante la vigilancia de aquellos medios impresos que osaban criticar la permanencia del Presidente de la República en el poder o de cualquier política que afectara notoriamente a la ciudadanía. 

Con la Revolución Mexicana se abrió de nuevo el horizonte para la prensa opositora de alternativa, pero hacía sus opiniones sobre la forma de atender y dar cauce a los asuntos públicos. 

En 1917 se consagró el derecho a la libre expresión en los artículos  6º y 7º de nuestra Constitución. Restaba entonces hacer de esta libertad constitucional una realidad y una garantía material para todos los mexicanos. 

Personajes como José Joaquín Fernández de Lizardi, Guillermo Prieto, Filomeno Mata, Irene (inaudible), Ricardo y Enrique Flores Magón, José Guadalupe Posadas, Serapio Rendón, Belisario Domínguez, Salvador Pruneda, José Pagés Llergo, Víctor Rico Galán, José Revueltas, Manuel Buendía, José Blancornelas, entre muchos otros, figuran en las páginas de la historia de México como postuladores y defensores convencidos del derecho de los ciudadanos, para expresar libremente sus opiniones.

Ya, en nuestra historia más reciente, encontramos afirmaciones tales como: Queremos que la palabra valga; queremos que las palabras de los mexicanos se digan y se escriban, se difundan, se transmitan, se intercambien, para que con las voces de todos se logre concertar la palabra nacional, genuinamente popular, genuinamente mexicana.

“Lo que hoy no hagamos para que la palabra se exprese y difunda sin cortapizas, lo pagaremos mañana”. Esto, dicho por Manuel J. Clouthier hace ya 20 años.
La cita, nos recuerda la tradición política de la que proviene este gobierno y en la que se formó el Presidente Felipe Calderón. Es una trayectoria ciudadana que por décadas ha sido compañera de la misma lucha por garantizar la libertad de expresión en nuestro país.

Y, en ese contexto, hay que ver darle siempre al periodismo mexicano el lugar que le corresponde en la compleja transición política de nuestro país a un régimen democrático. Sería imposible imaginar, sería imposible concebir dicha transición sin el periodismo crítico que desplegaron ilustres periodistas que se atrevieron a disentir, a cuestionar decisiones de autoridad y, sobre todo, a defender el derecho universal a expresarse, poniendo en riesgo su propia vida o su libertad.

En enero pasado, al asumir la titularidad de la Secretaría de Gobernación, el Presidente Calderón me pidió refrendar el compromiso absoluto que él y su gobierno tienen con la libertad de expresión, al tiempo de promover una relación de respeto y de corresponsabilidad con los medios de comunicación, siempre mirando por el interés superior que no es otro que el interés de los ciudadanos.

Para el Gobierno Federal, el respeto, la promoción, garantía y defensa de los derechos humanos son principios fundamentales de todo Estado democrático, y es no sólo un compromiso sino una vocación democrática presidencial, el velar, defender y garantizar el derecho de todos los mexicanos, para buscar obtener y difundir libremente todo tipo de información e ideas.

Las seis premisas que fijó el Presidente de la República como su visión de gobierno en torno al periodismo, el 13 de abril del año pasado, son para quienes trabajamos en la Secretaría de Gobernación los criterios para conducir nuestra interlocución diaria con concesionarios, dueños de medios impresos, editores, columnistas, articulistas y reporteros.

Estas seis premisas son: Primero. La libertad de expresión, es una conquista histórica del pueblo mexicano.
Segundo. Una prensa libre es indispensable para la consolidación de la democracia en México.
Tercera. Aún existen grandes retos para garantizar la libertad de prensa; una de las mayores amenazas que hoy enfrentan los informadores, es la intimidación y la violencia. En todo el mundo, esta profesión conlleva riesgos, sobre todo cuando la labor informativa trastoca o amenaza intereses creados, particularmente de quienes operan en la ilegalidad y, por desgracia, estos retos existen en México.

Cuarto. En la batalla que los mexicanos libramos contra el crimen organizado y la delincuencia, los medios de comunicación tienen un papel de la mayor relevancia.
Quinto. Las muertes de los periodistas dejan un vacío doloroso en la sociedad mexicana; por eso, una prioridad del gobierno es respetar la libertad de prensa y defender el libre y seguro desempeño de esa profesión.
Las libertades de prensa e información, no sólo deben ser reconocidas, sino también garantizadas eficazmente por el Estado.
Y sexto: No se escatimarán esfuerzos para lograr el esclarecimiento y castigo de crímenes cometidos contra periodistas.

También es de señalarse que esta administración da continuidad a los pendientes que, en materia de libertad de expresión, fueron destacados en el diagnóstico sobre la situación de los derechos humanos en México, de la oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos en el 2003 y, en este sentido, hace suyos los dos grandes retos que se plantearon al Estado mexicano.

El primero, tiene que ver con la necesidad de una revisión a la normatividad general, para evitar la actual dispersión en la legislación especial y, el segundo, se consigna como la necesidad de revisar la normatividad sobre derechos y protección de los periodistas.

Podemos afirmar que, aunado a las acciones que establece el Plan Nacional de Desarrollo 2007-2012, el Gobierno Federal cuenta con avances importantes asociados estructuralmente a la construcción democrática del país.
Por un lado, se ha avanzado en la operación e incrementos de personal asignado a la Fiscalía Especial para la Atención de los Delitos cometidos contra Periodistas, misma que ha recibido, desde su creación, hasta el pasado 15 de mayo, un total de 234 asuntos relacionados con periodistas, radicados en el fuero federal; de los cuales 136 están determinados y atendidos y 98 continúan su curso.

Por otro lado, el Presidente de la República ha instruido integrar una iniciativa de reforma para federalizar la persecución de los delitos contra periodistas. Dicha iniciativa será enviada al Congreso de la Unión en el próximo período de sesiones ordinario, que comienza en septiembre y de ser aprobada el Estado mexicano contará con mayor capacidad para perseguir a aquellos criminales que atentan contra el trabajo periodístico de profesionistas mexicanos y contra la libertad de expresión.

Quiero enfatizar que este proyecto legislativo, que estamos por concluir, incluye en su texto las preocupaciones y las aportaciones que en distintos foros han sido planteadas y que hoy nos ha recordado don Gustavo en su intervención.

Un asunto relevante que debemos enfrentar juntos medios de comunicación y gobierno, lo dice ya una de las premisas a las que hacía referencia respecto a lo dicho por el Presidente en abril del año pasado, es la lucha contra el crimen organizado.

La determinación del Gobierno del Presidente Calderón de dar esta batalla y de darle, además, a ésta un rango prioritario en la agenda de seguridad nacional, es una decisión soportada en un conjunto de operativos y en un enfoque interdisciplinario que nos permite entender y enfrentar a las estructuras más complejas de la delincuencia organizada, así como un aprovechamiento racional, óptimo, oportuno y eficaz de todos los lazos institucionales con los que cuenta el Estado mexicano.

La violencia, la guerra entre las mafias y las persecuciones, son síntomas de que el crimen organizado está siendo severamente debilitado.
Tan sólo en los primeros 18 meses de la administración, hemos logrado algunos de los resultados más importantes en la lucha contra el narcotráfico. Hemos interceptado las mayores cantidades de droga, de dinero y de armas en la historia de nuestro país.

Hemos capturado a operadores, pistoleros y jefes y hemos puesto a disposición de la autoridad judicial a más de 23 mil delincuentes relacionados con esta actividad.
Hemos incrementado la coordinación con otros niveles de gobierno y también con otros gobiernos en el exterior y hemos aplicado programas integrales para eliminar su incidencia en la población y recuperar los espacios a favor de las familias mexicanas.
Estamos avanzando en esta lucha; sin embargo, la actividad criminal que enfrentamos, va a conseguir un alto grado de organización. Lava dinero, cifra información, coopta a funcionarios, administra negocios, produce y distribuye mercancías; diversifica sus actividades y elimina, literalmente, a quien amenaza sus intereses.

Lo que hoy estamos viendo, además de la actividad cotidiana del crimen organizado, es una estrategia de propaganda por parte de las bandas delictivas. Las mantas, las cartulinas con mensajes, el hacer evidente la violencia, la tortura, los decapitados, los eventos de alto impacto, forma parte de una campaña propagandística que tiene un claro objetivo: amedrentar, asustar, paralizar a la sociedad y, con ello, provocar el repliegue del Gobierno Federal.

Ante ello, es importante cerrar filas y dar certidumbre a la sociedad respecto a la determinación del gobierno y su alianza con todos quienes luchamos por cerrarle el paso a la ilegalidad, a la impunidad y a la violencia.

Los periodistas, aquí se ha dicho también, al igual que muchos mexicanos, se ven amenazados por el crimen organizado. Han sido agredidos e incluso un número importante han sido privados de su vida por grupos delictivos dedicados a estas actividades.

Ante ello, el gobierno mantendrá con firmeza su combate frontal a la delincuencia para garantizar las condiciones de seguridad de los mexicanos y, en particular, irá a fondo en todas las investigaciones que permanecen abiertas en delitos contra periodistas.

En esta tarea, la del combate al crimen organizado, los medios de comunicación tienen una elevadísima responsabilidad. La guerra contra el narcotráfico no es un asunto exclusivo del Gobierno Federal contra un grupo de delincuentes; es un asunto de todos, de la gran mayoría, de la abrumadora mayoría, de los 105 millones de mexicanos que queremos vivir en paz.

El Presidente, nos ha convocado a todos los actores políticos y sociales a sumarnos a un gran acuerdo nacional, para arraigar la cultura de la legalidad en México. 

Podremos y debemos transformar nuestra sociedad y eso es posible en la medida en que cada mexicano, cada institución, cada organización, los medios de comunicación y las autoridades, observemos rigurosos los principios de honestidad, transparencia, rendición de cuentas y respeto a la ley.

Amigas y amigos periodistas, la libertad de expresión es un bien que pertenece a la sociedad y nos obliga, por ello, a garantizar su pleno ejercicio a partir del reconocimiento que sus únicos límites son los derechos y las libertades de todos.

En estos tiempos, la importancia de los medios de comunicación es muy relevante. Se han convertido en auténticos formadores de opinión pública y cumplen su función de informar sin restricciones.
A mayor capacidad de influir y de incidir en nuestra sociedad, mayor es también la responsabilidad que los medios adquieren frente a la misma.

Este gobierno, seguirá fomentando la consolidación del derecho humano, inalienable, de expresarse. Los invito a ustedes a terminar de profesionalizar el periodismo en México, pues como afirmaba el propio Clouthier: “Que valga en primer lugar la palabra del hombre ante sí mismo; es decir, la voz interior de la conciencia como norma suprema de la conducta. Que valga ante los demás como promesa segura de quien cumple lo que elige”.

En el equipo de la Secretaría de Gobernación, de la Subsecretaría de Normatividad de Medios, tengan la certeza de que tienen un grupo de colaboradores que respetan profundamente al periodismo, que valoramos el trabajo que cada uno de ustedes realiza y el aporte que eso significa, en términos de libertad y de democracia para nuestro país.

Muchas gracias.
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